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Campos Pérez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

Mediante un Recurso de Apelación, comparece ante nos la 

parte demandante y apelante, el Sr. Jesús Matos Hernández (señor 

Matos Hernández). Solicita la modificación de la Sentencia 

Enmendada (En Reconsideración) emitida el 17 de mayo de 2024 y 

notificada el día 22 siguiente, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón (TPI). En el referido dictamen, el TPI declaró con 

lugar la Demanda instada por el señor Matos Hernández, 

únicamente en cuanto a la reclamación de despido injustificado. Sin 

embargo, las causas de acción por el incumplimiento de la reserva 

de empleo al palio de la Ley 428 de seguro choferil, infra, así como 

las de discrimen por edad y condición de salud no prevalecieron.1 

En consecuencia, condenó a la parte demandada y apelada, B. 

Fernández & Hermanos, Inc. (B. Fernández), a pagar $55,907.52 a 

 
1 El apelante invocó la Ley Núm. 428 de 15 de mayo de 1950, 29 LPRA sec. 681 

et seq.; la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, 29 LPRA sec. 146 et seq.; la Ley 

Núm. 44 de 2 julio de 1985, 1 LPRA sec. 501 et seq., y el estatuto federal, The 

American with Disabilities Act of 1990 (ADA), 42 USC sec. 12101, et seq., 

respectivamente. 
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favor del compareciente, en concepto de mesada, por virtud de la 

Ley 80 sobre despido injustificado, infra. 

I. 

La presente causa comenzó el 5 de marzo de 2018, ocasión en 

que el señor Matos Hernández presentó una Demanda, sobre 

despido injustificado y discrimen por edad y condición de salud, 

contra B. Fernández.2 Alegó que, en un periodo de veintidós años, 

trabajó como asistente de mercadeo, vendedor y analista de 

categorías para el demandado desde el 16 de octubre de 1995 hasta 

su despido injustificado. Puntualizó que fue despedido mientras 

gozaba de una licencia bajo la Ley 428 de seguro choferil, infra. 

Afirmó que el patrono le había indicado que la fecha de inicio 

de la reserva estatutaria comenzaba luego de agotar las licencias 

de enfermedad y vacaciones. Planteó, además, que su despido fue 

discriminatorio por su edad de 47 años; y por su condición de salud, 

en particular, por un padecimiento de trombocitopenia.3 Como 

remedio, solicitó una indemnización no menor de $200,000.00 por 

daños y perjuicios con doble penalidad, más el pago de $55,907.52 

en concepto de mesada. 

El 4 de abril de 2018, B. Fernández presentó su Contestación 

a la Demanda, “en la cual negó las alegaciones contenidas en la 

querella y presentó varias defensas afirmativas”.4  

Surge del expediente que el juicio en su fondo se celebró el 27 

y 28 de octubre de 2021. Ponderada la prueba documental y 

testifical,5 en lo atinente a la trilogía de errores señalados, el TPI 

determinó probados los siguientes hechos. 

 
2 Apéndice, págs. 116-119. 
3 Según sus dichos, la condición consiste en una disminución de plaquetas, lo 

cual aseveró que no afectaba su capacidad para realizar las funciones esenciales 

de su puesto. 
4 Reproducimos la expresión del TPI en el dictamen apelado, a la pág. 2 del 

Apéndice, toda vez que el señor Matos Hernández no incluyó en el expediente la 
alegación responsiva de B. Fernández.  
5 El Apéndice no incluye la “abundante prueba documental estipulada”. Refiérase 

al acápite 19 de la Sentencia Enmendada en Reconsideración, en el Apéndice, pág. 

3. 
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1. El demandante, Sr. Jesús Matos Hernández, 
comenzó a trabajar el 16 de octubre de 1995, como 

empleado regular de la demandada, B. Fernández & 
Hermanos, Inc. 

2. El señor Matos Hernández, durante los veintidós (22) 
años que trabajó para B. Fernández & Hermanos, Inc., 
ocupó las siguientes posiciones: Asistente de Mercadeo, 

Vendedor y Analista de Categorías. 

3. El señor Matos Hernández era beneficiario del 
Programa de Seguro Social Para Choferes y Otros 

Empleados, en virtud de la Ley Núm. 428 de 15 de mayo 
de 1950, según enmendada. Dicho seguro requiere al 

patrono que reserve el empleo a un empleado por doce 
(12) meses o un (1) año, computado desde la fecha en 
que comenzó la incapacidad del empleado. 

4. El 16 de octubre de 2016, el demandante acudió al 
Doctor's Center Hospital, en Carolina, para una 

evaluación. 

5. El 17 de octubre de 2016, el demandante fue 
diagnosticado con una celulitis y tuvo que ser 

hospitalizado. 

6. El 26 de octubre de 2016, el demandante fue dado de 
alta, pero se le recomendó descanso en el hogar, por un 

periodo de tres (3) días. 

7. El 31 de octubre de 2016, el demandante fue 

hospitalizado por segunda ocasión, en el Doctor's 
Center Hospital, ya que empeoró su condición de salud, 
y el 14 de noviembre de 2016 fue dado de alta. 

. . . . . . . . 

9. En los correos electrónicos que la Sra. Lucía Morales, 
empleada de Recursos Humanos de B. Fernández & 

Hermanos, Inc., envió al demandante, nunca le informó 
que su reserva de empleo comenzaba el 17 de octubre 

de 2016, por ser el primer día laboral que se ausentó, 
por su condición de salud. 

10. El 9 de noviembre de 2016, la Sra. Lucía Morales —

empleada de Recursos Humanos de B. Fernández & 
Hermanos, Inc.— envió al demandante, el siguiente 

correo electrónico: 

Buenos días Jesús: 

Según habláramos en la mañana de hoy vía 
telefónica, tenemos pendiente el recibo de los 
certificados médicos por el tiempo que haz [sic] 
estado fuera de la compañía por concepto de 
enfermedad (hospitalizaciones). Además, te envío tu 
balance de enfermedad al 28 de noviembre (cierre de 
la pasada nómina), el cual es 168 horas/21 días. 

Te adjunto los documentos de la licencia fmla [sic] la 
cual te provee reserva de empleo de 12 semanas en 
el periodo de un año y el formulario para el seguro 
choferil el cual provee reserva de un año. 

Una vez llenos los mismos, favor de enviármelos en 
original. Estas licencias (ambas) te proveen la 
reserva de empleo; la cual como te comenté es de 
suma importancia completar los mismos, ya que 
luego de agotado el balance de enfermedad no 
tendrías reserva de empleo ni paga. Ambas licencias 
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ser[í]an concurrentes con tu balance de vacaciones 
para efectos de paga una vez agotado el balance de 
enfermedad. 

Si tienes alguna pregunta no dudes en comunicarte 
al departamento de RH. Por favor nos mantienes al 
tanto de tu progreso. 

Pronta recuperación. 

11. El 29 de noviembre de 2016, el demandante envío a 

la Sra. Lucía Morales, el siguiente correo electrónico: 

Buen día Lucía: 

En el día de ayer, lunes 28 se entregó en la recepción 
el formulario requerido para asegurar la posición de 
empleo en la empresa. 

Indicaron en Recursos Humanos que ayer estabas 
ausente y quería saber si se necesita algo más. 
También, tengo algunas dudas cómo saber cuánto 
tiempo me cubre el plan médico luego de agotarse los 
días por vacaciones. ¿El formulario Choferil me 
asegura el empleo por 3 o 12 meses? Porque en 
las instrucciones no especifica. Verifica por 

favor si te debo algo. 

12. Ese mismo día, o sea el 29 de noviembre de 2016, 

la Sra. Lucía Morales, —empleada de Recursos 
Humanos de B. Fernández & Hermanos, Inc.— le 
contestó al demandante, Jesús Matos, mediante el 

siguiente correo electrónico: 

Hola Jesús: 

Espero te encuentres bien. Hoy recibí el formulario 
del seguro choferil completado con copia de tu 
licencia de conducir. Una vez completado por el 
patrono nuestro mensajero lo entregará 
personalmente en la agencia gubernamental para 
comenzar el proceso. 

Ellos se estarán comunicando contigo de necesitar 
información adicional o cualquier otra información. 

En cuanto a tus dudas: 

—reserva de empleo: la licencia del seguro 
choferil te provee reserva de empleo por 12 
meses desde la fecha en que es aprobada (más 

adelante te indicaré la misma) 

—plan médico: el plan continuará activo mientras 
seas empleado activo de la compañía, en tu caso al 
ser individual no tienes deducción de nómina o 
aportación al mismo 

—balances: al día de hoy 29 de nov [sic], ya no 
cuentas con balances de enfermedad el mismo 
culminó ayer. Vacaciones tienes 168 horas 
equivalentes a 21 días, recuerda que una vez 
agotado el balance contarás con la reserva de 

empleo sin paga. No estarás acumulando balances 
de enfermedad ni vacaciones durante el tiempo que 
estés fuera de empleo. Por otro lado, en el documento 
de seguro choferil tu médico indicó que estarías 
regresando a trabajar el 2/1/17, de regresar antes 
necesitarías presentar un certificado de alta. 

Si tienes alguna duda me dejas saber. Saludos, 

Lucía 
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13. Posteriormente, el 11 de enero de 2017, la Sra. 
Lucía envío al demandante el siguiente correo 

electrónico: 

Saludos Jesús: 

Espero te encuentres bien. Te escribo porque efectivo 
a la nómina que se paga mañana [12 de enero de 
2017] agotaste los balances de paga (vacaciones 

y enfermedad). Es por esta razón que no recibirás 
paga por concepto de bisemanal desde la próxima 
nómina de enero, no obstante, tienes la reserva 

de empleo de un año por el seguro choferil. 

En caso de recibir algún pago antes de que te 
reincorpores al trabajo será realizado mediante un 
cheque y te llamaremos para la entrega del mismo. 

Cualquier duda me dejas saber. 

14. El anterior correo electrónico fue contestado por el 

demandante de la siguiente manera: 

Buenas tardes y muchas felicidades en este 2017 
Lucía! 

Recibido el mensaje y te agradezco por mantenerme 
informado. Te dejo saber de algún cambio 
significativo por medio de teléfono o email. 

Gracias!!! 

Jesús 

15. El 16 de octubre de 2017, el demandante envió un 
correo electrónico a la Sra. Lucía Morales, donde le 
solicitaba orientación sobre la fecha límite de su 

licencia de protección de su puesto (licencia 
choferil) y plan médico. En dicho correo electrónico, el 

demandante le comunicó lo siguiente: 

Hola Lucía, 

Esperando que estés bien al igual que todos los 
compañeros de BFH dentro de las circunstancias 
luego del impacto de estos 2 huracanes. 

Necesito me orientes sobre cu[á]ndo es la fecha límite 
de regreso a trabajar sin perder mi puesto. He tenido 
algo de dificultad en conseguir a mi doctora de 
cabecera y poder presentarle la situación de retorno 
a laborar bajo sus criterios de regreso ya que a[ú]n 
no estoy al 100%. 

También, quería saber hasta qué fecha sería la 
cubierta del plan médico. 

Olvidé mencionar que el seguro de Cigna (long 
disability) negó la reclamación y no aportó nada en 
cuanto [a] gastos extras, visitas médicas y exámenes 
aun cuando los gastos y deducibles pues son 
relativamente altos. 

Muchas gracias por toda la ayuda y esperando en 
pap[á] Dios podamos regresar a la normalidad que 
P.R. y su pueblo se merece. 

Saludos!!! 

Jesús Matos 

16. El demandante fue despedido de su empleo, el 18 
de diciembre de 2017. (Énfasis en el original). 

. . . . . . . . 
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 Al tenor de las determinaciones de hechos esbozadas, el TPI 

dictó una Sentencia el 25 de mayo de 2023 en la que concluyó que 

el despido del señor Matos Hernández fue injustificado.6  Ello 

así, porque B. Fernández lo indujo a error al informar 

incorrectamente, primero, que la reserva de empleo comenzaba a 

cursar a partir del agotamiento de la licencia de enfermedad 

(“Ambas licencias [FMLA7 y Ley 428 de seguro choferil] ser[í]an 

concurrentes con tu balance de vacaciones para efectos de paga una 

vez agotado el balance de enfermedad”.); y luego que la reserva de 

empleo cursaría después de agotada la licencia de vacaciones 

(“Vacaciones tienes 168 horas equivalentes a 21 días, recuerda que 

una vez agotado el balance contarás con la reserva de empleo sin 

paga”.); en lugar de 17 de octubre de 2016, cuando el demandante 

fue diagnosticado con la condición incapacitante. A esos efectos, 

declaró con lugar la reclamación al palio de la Ley 80, infra, y 

condenó al demandado a pagar una mesada ascendente a 

$55,907.52; “más los ingresos dejados de devengar”; así como el 

25% de honorarios de abogado. 

Insatisfecho, el 8 de junio de 2023, el señor Matos Hernández 

presentó una Solicitud de determinaciones de hecho[s] y conclusiones 

de derecho adicionales.8 Peticionó que, además de la mesada, el 

dictamen incluyera el interés legal y una partida de $94,800.00 por 

concepto del salario dejado de devengar. Para ello, solicitó la adición 

de los enunciados fácticos concernientes a que el último salario 

devengado por el demandante fue de $31,600.00 y que éste obtuvo 

otro empleo en enero de 2021. 

B. Fernández se opuso al petitorio9 y, a su vez, presentó una 

oportuna Moción de reconsideración de Sentencia sobre el remedio 

 
6 Apéndice, págs. 26-50. Notificada el 1 de junio de 2023. 
7 Siglas en inglés de “Family And Medical Leave Act”. 
8 Apéndice, págs. 89-91. 
9 Apéndice, págs. 103-107. 
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ordenado por no ser cónsono a la Ley 80.10 Abogó por la eliminación 

de la partida de salarios dejados de devengar, toda vez que la 

mesada constituía el remedio exclusivo que concede el estatuto 

protector sobre despido injustificado. Enfatizó que el señor Matos 

Hernández no prosperó en las causas de acción por las leyes 

especiales.  

Por igual, el demandante se opuso a que el TPI reconsiderara 

su determinación según lo intimado por el demandado.11 Argumentó 

que la Ley 80, infra, además de la mesada, concedía al trabajador 

despedido injustificadamente el ingreso dejado de devengar, al 

amparo de otras leyes, como la invocada Ley 428, infra. El 

demandado, por su parte, replicó para refutar los argumentos 

jurídicos argüidos por el demandante.12 

Así las cosas, a instancia del demandante,13 el TPI resolvió las 

mociones presentadas. Declaró con lugar la petición de reconsiderar 

de B. Fernández;14 y proveyó no ha lugar a la solicitud del señor 

Matos Hernández.15 Cónsono con sus pronunciamientos, el 22 de 

mayo de 2024, el TPI notificó la Sentencia Enmendada en 

Reconsideración aquí apelada.16 En ésta, acogió los planteamientos 

de B. Fernández y suprimió del dictamen la partida de los ingresos 

dejados de devengar.  

Insatisfecho, el señor Matos Hernández acudió ante este foro 

revisor mediante un recurso apelativo y señaló la comisión de los 

siguientes errores: 

PRIMER ERROR: Erró el Tribunal de Primera Instancia 
al enmendar la Sentencia dictada el 25 de mayo de 2023 

mediante la Sentencia Enmendada en Reconsideración 
del 17 de mayo de 2024, eliminando la compensación 

del ingreso dejado de percibir que le había sido otorgada 
al demandante-apelante, en adición a la mesada. 

 
10 Apéndice, págs. 95-99. 
11 Apéndice, págs. 100-102. 
12 Apéndice, págs. 108-111. 
13 Apéndice, págs. 112-113. 
14 Apéndice, pág. 114. 
15 Apéndice, pág. 115. 
16 Apéndice, págs. 1-25. 
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SEGUNDO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al resolver que el despido injustificado fue 

únicamente en violación a la Ley 80 de 30 de mayo de 
1976, según enmendada, toda vez que el despido 

también violentó [la] Ley 428 de 15 de mayo de 1950, 
según enmendada, conocida “Ley de Seguro Social para 
Choferes y Otros Empleados”. 

 
TERCER ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al no concederle al demandante-apelante la 

mayor compensación provista entre la Ley 80 de 30 de 
mayo de 1976, según enmendada y [la] Ley 428 de 15 

de mayo de 1950, según enmendada, conocida “Ley de 
Seguro Social para Choferes y Otros Empleados”. 
 

 B. Fernández presentó su Alegato en oposición a recurso de 

apelación el 11 de julio de 2024. Con el beneficio de su 

comparecencia, resolvemos. 

II. 

A. 

La Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, Ley sobre Despidos 

Injustificados, 29 LPRA sec. 185a et seq. (Ley 80), según enmendada 

por la Ley Núm. 4 de 26 de enero de 2017, Ley de Transformación y 

Flexibilidad Laboral (Ley 4),17 cumple dos propósitos primordiales: 

desalentar la práctica de despedir a empleados sin que medie justa 

causa; y proveer remedios consustanciales a los daños causados por 

los despidos injustificados. Ortiz Ortiz v. Medtronic, 209 DPR 759, 

771 (2022); González Méndez v. Acción Social et al., 196 DPR 213, 

229-230 (2016). Para ello, el estatuto otorga una indemnización a 

aquellos empleados que: (1) estén contratados sin un tiempo 

determinado; (2) reciban una remuneración; y (3) sean despedidos 

de su cargo, sin que haya mediado una justa causa. 29 LPRA sec. 

185a. Así, pues, el estatuto cumple el fin de proteger a los empleados 

de actuaciones arbitrarias del patrono al disponer de remedios 

económicos que desalienten los despidos injustificados. Ortiz Ortiz 

v. Medtronic, supra, pág. 770 y los casos allí citados. En particular, 

 
17 Puntualizamos que, toda vez que el despido del señor Matos Hernández 
aconteció el 18 de diciembre de 2017, el estatuto aplicable es el enmendado por 

la Ley 4, ya que ésta entró en vigor desde la fecha de su aprobación. Véase, Art. 1 

de la Ley 80, 29 LPRA sec. 185a. 
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el Artículo 1 de la Ley 80, 29 LPRA sec. 185a, dispone en su parte 

pertinente lo siguiente: 

Todo empleado que trabaja para un patrono 
mediante remuneración, contratado sin tiempo 
determinado, que fuere despedido sin que haya 

mediado una justa causa, tendrá derecho a recibir 
de su patrono por concepto de indemnización por 
despido lo siguiente: 

(a) Una cantidad equivalente a tres (3) meses de 
sueldo por concepto de indemnización, siempre y 

cuando haya culminado el periodo probatorio 
aplicable según se dispone en esta Ley, o el periodo 
probatorio distinto que las partes hayan estipulado; 

y 

(b) Una cantidad equivalente a dos (2) semanas de 

sueldo por cada año completo de servicio. 

En ningún caso la indemnización requerida bajo esta 
Ley excederá el sueldo correspondiente a nueve (9) 

meses de sueldo. El tope de nueve (9) meses no será 
de aplicación a empleados contratados previo a la 
vigencia de la “Ley de Transformación y Flexibilidad 

Laboral”. La indemnización de tales empleados, en 
caso de un despido injustificado, se calculará 

utilizando el estado de derecho previo a la entrada 
en vigor de la “Ley de Transformación y Flexibilidad 
Laboral”. Para fines de este Artículo, se entenderá que 

un (1) mes está compuesto por cuatro (4) semanas. 
(Énfasis nuestro). 

. . . . . . . . 

Por lo tanto, a los únicos efectos de computar el monto de la 

indemnización correspondiente a los empleados contratados previo 

a la Ley 4, se acude a la versión estatuida antes de las enmiendas. 

Al respecto, la referida disposición establecía los siguientes criterios: 

(a) el sueldo correspondiente a dos (2) meses por 

concepto de indemnización, si el despido ocurre dentro 
de los primeros cinco (5) años de servicio; el sueldo 
correspondiente a tres (3) meses si el despido ocurre 

luego de cinco (5) años hasta los quince (15) años de 
servicio; el sueldo correspondiente a seis (6) meses si el 

despido ocurre luego de los quince (15) años de servicio. 

(b) una indemnización progresiva adicional equivalente 
a una (1) semana por cada año de servicio, si el despido 

ocurre dentro de los primeros cinco (5) años de servicio; 
dos (2) semanas por cada año de servicio, si el despido 

ocurre luego de los cinco (5) años hasta los quince (15) 
años de servicio; tres (3) semanas por cada año de 
servicio, luego de haber completado quince (15) años o 

más de servicio. 29 LPRA ant. sec. 185a. 
 

Conforme con lo anterior, de no existir justa causa para el 

despido, el remedio provisto por la legislación laboral es la 
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imposición al patrono del pago de una indemnización a favor del 

empleado. Feliciano Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 380 (2011). 

“Este resarcimiento se conoce comúnmente como ‘la mesada’ y 

constituye un remedio exclusivo disponible para los empleados 

despedidos injustificadamente, en tanto no existan otras causas de 

acción independientes al despido”. (Énfasis nuestro). Ortiz Ortiz v. 

Medtronic, supra, pág. 771; véase, además, C.O.P.R. v. S.P.U., 181 

DPR 299, 337 (2011); Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 

DPR 452, 459 (1996). 

Ahora, nuestro Tribunal Supremo ha reconocido tres 

excepciones a la norma del remedio único de la mesada, a saber: (1) 

los remedios adicionales conferidos por conducta torticera del 

patrono, ajena a la mera violación de una disposición de las leyes 

del trabajo;18 (2) los remedios adicionales provistos por leyes 

especiales;19 y (3) los remedios adicionales concedidos por un 

despido cuyo propósito e intención principal sea subvertir una clara 

política pública del Estado o algún derecho constitucional.20 Claro 

está, de no establecer satisfactoriamente alguna de las tres 

excepciones indicadas, el empleado sólo será acreedor al pago 

mínimo de la mesada. C.O.P.R. v. S.P.U., supra, págs. 337-338.  

B. 

 Por otro lado, en torno los remedios adicionales provistos por 

leyes especiales, se encuentra la Ley 428, infra, invocada en la causa 

que nos ocupa. Veamos.  

La Sección 16 del Artículo II de la Constitución de Puerto 

Rico21 consagra el derecho de todo trabajador “a [la] protección 

contra riegos para su salud o integridad personal en su trabajo o 

 
18 Rivera v. Security Nat. Life Ins. Co., 106 DPR 517, 527 (1977). 
19 Vélez Rodríguez v. Pueblo Int'l, Inc., 135 DPR 500, 511 (1994). 
20 Soc. de Gananciales v. Royal Bank de P.R., 145 DPR 178, 192 (1998); Porto y 
Siurano v. Bentley P.R., Inc., 132 DPR 331, 342 (1992); Arroyo v. Rattan Specialties, 
Inc., 117 DPR 35, 65 (1986). 
21 Art. II, Sec. 16, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 1. 
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empleo”. En vista de ello, la Asamblea Legislativa ha aprobado varias 

leyes para instrumentar ese derecho constitucional y ampliar el 

alcance de su protección a relaciones obrero-patronales entre 

personas privadas. Díaz v. Pneumatics & Hydraulics, 169 DPR 273, 

285 (2006). Entre estos estatutos se encuentra la Ley Núm. 428 de 

15 de mayo de 1950, Seguro Social para Chóferes y Otros Empleados, 

29 LPRA sec. 681, et seq. (Ley 428). La legislación concede a los 

choferes y empleados —a quienes su patrono les requiere o permite 

conducir usual y regularmente un vehículo de motor— un plan de 

beneficios por enfermedad e incapacidad, a través del cual pueden 

sustituir parcialmente la pérdida de ingresos sufrida como 

consecuencia de su incapacidad para trabajar por motivos ajenos al 

empleo. Id., pág. 286; Arts. 1 y 2 de la Ley 428, 29 LPRA secs. 681-

682.  

En lo atinente al caso de autos, el Artículo 16 de la Ley 428, 

supra, 29 LPRA sec. 693a, dispone como sigue: 

En los casos de incapacidad para el trabajo de acuerdo 
con las disposiciones de este capítulo, el patrono 

vendrá obligado a reservar el empleo que desempeña 
el trabajador al momento de comenzar la 
incapacidad y a reinstalarlo en el mismo, sujeto a 

las siguientes condiciones: 

(1) Que el trabajador requiera al patrono que lo 
reponga en su empleo dentro del término de 

treinta (30) días laborables, contados a partir de 
la fecha en que fuere dado de alta, y siempre y 

cuando que dicho requerimiento no se haga 
después de transcurrido un año desde la fecha de 
comienzo de la incapacidad; 

(2) que el trabajador esté mental y físicamente 
capacitado para ocupar dicho empleo en el 
momento en que solicite del patrono dicha 

reposición, y 

(3) que dicho empleo subsista al momento en que 

el trabajador solicite su reposición. Se entenderá 
que el empleo subsiste cuando el mismo esté vacante 
o lo ocupe otro trabajador. Se presumirá que el 

empleo estaba vacante cuando el mismo fuere 
cubierto por otro trabajador dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha en que se hizo el 
requerimiento de reposición. (Énfasis nuestro). 

Si el patrono no cumpliera con las disposiciones de 

este inciso, vendrá obligado a pagar al trabajador o a 
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sus beneficiarios los salarios que dicho trabajador 
hubiere devengado de haber sido reinstalado; 

además le responderá de todos los daños y perjuicios 
que le haya ocasionado. […]. (Énfasis nuestro). 

 

Sobre la precitada disposición legal, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado que, “[s]iendo de raigambre 

constitucional, el propósito que persigue el citado Art. 16 de la Ley 

de Seguro Social para Chóferes es de altísimo interés público. El 

Estado le ha garantizado al trabajador que se incapacita por un 

tiempo como consecuencia de un accidente o enfermedad no 

ocupacional, ‘no sólo tranquilidad de espíritu y el sustento de él y 

de su familia por un tiempo determinado, sino el derecho a ser 

reinstalado en su empleo’ ”. Díaz v. Pneumatics & Hydraulics, supra, 

pág. 288, que cita a Rojas v. Méndez & Co., Inc., 115 DPR 50, 53 

(1984). 

 En suma, la Ley 428, supra, estatuye que la obligación del 

patrono de reservar el empleo se activa cuando (1) el accidente o 

enfermedad no ocupacional inhabilite al empleado para trabajar, y 

(2) que el empleado se acoja a la licencia especial provista por el 

estatuto, luego de que su ausencia al trabajo haya sido 

recomendada por un facultativo médico. Díaz v. Pneumatics & 

Hydraulics, supra, págs. 287-288. Por igual, la obligación del 

patrono de reinstalar al trabajador en el empleo se activa si éste 

cumple con las condiciones siguientes: (1) formula un requerimiento 

de reinstalación dentro del término de treinta días laborables a 

partir de la fecha cuando el médico que lo atiende le autorice 

trabajar, es decir, que el médico dé de alta al empleado; (2) hace el 

requerimiento dentro del término de un año, a partir de la fecha 

de comienzo de la incapacidad; y (3) está mental y físicamente 

capacitado para ocupar el empleo en el momento en que requiere 

la reinstalación. Id., pág. 288. Una vez cumplidos los requisitos de 

ley, el empleado puede aprovechar la reserva de empleo, en caso de 
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que éste, en efecto, subsista al momento en que el empleado procura 

la reinstalación. Id. 

III. 

Como cuestión de umbral, apuntamos que el señor Matos 

Hernández no impugna la desestimación de las causas de discrimen 

por edad y condición de salud. Tampoco cuestiona ninguna de las 

determinaciones fácticas consignadas en el dictamen apelado.  

En esencia, en los tres errores señalados, el apelante alega 

que su despido infringió la Ley 428, supra, y, por consiguiente, 

aduce que es acreedor de los ingresos que dejó de devengar, uno de 

los remedios que otorga el estatuto reparador cuando es incumplido. 

A su vez, sostiene que el TPI incidió al no concederle la mayor 

compensación comprendida en dicho estatuto, por concepto del 

salario dejado de devengar,22 en lugar de los $55,907.52 que 

reclamó de mesada. 

Discutimos en conjunto los señalamientos por su intrínseca 

relación. 

En este caso, el TPI determinó, sin contravención, que el 

despido del apelante fue sin justa causa, porque el apelado, por 

conducto de la empleada Lucía Morales, lo indujo a error. Ello así, 

porque ésta le indicó incorrectamente que la fecha de inicio de la 

reserva de empleo al palio de la Ley 428, supra, comenzaba luego 

que el señor Matos Hernández agotara sus licencias de enfermedad 

y vacaciones (Determinación de Hechos 12). El TPI expresó: 

A base de la evidencia presentada por el demandante, 
Jesús Matos Hernández, quedó demostrado que éste no 
recibió una orientación eficiente y correcta por parte de 

la Sra. Lucía Morales —Técnica de Recursos Humanos 
de B. Fernández & Hermanos, Inc.— quien con sus 

actos indujo a error al demandante, por haberle 
informado que su reserva de empleo comenzaba a 
contarse a partir de que agotara sus licencias por 

vacaciones y enfermedad. En ese caso, la Sra. Lucía 

 
22 Aun cuando el señor Matos Hernández había computado en $94,800.00 la 

partida de los salarios dejados de devengar, solicita en su recurso la devolución 

del caso ante el TPI para realizar dicha determinación. Véase, Apéndice, pág. 90 

y el Recurso de Apelación, pág. 22. 
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Morales incurrió en un error de derecho, es decir, que 
actuó sin ajustarse a una norma jurídica, por lo tanto, 

su empleador B. Fernández & Hermanos, Inc. está 
impedido de beneficiarse de dicho error de derecho 

que desembocó en el despido del empleado Jesús 
Matos Hernández. Por lo antes expuesto, resolvemos 
que el demandado, B. Fernández y Hermanos, Inc. 

incurrió en un despido injustificado, en contra del 
demandante, Jesús Matos Hernández.23 (Énfasis 
nuestro). 

 

 Salvo la indemnización provista por la Ley 80, supra, en el 

dictamen apelado, no se concedió remedio alguno por las leyes 

especiales invocadas por el apelante, incluyendo la Ley 428, supra. 

Esto, porque el señor Matos Hernández no satisfizo los criterios del 

estatuto.  

Según reseñamos, el patrono está obligado a reinstalar al 

empleado únicamente cuando éste cumple con tres condiciones. 

Primero, el empleado debe realizar un requerimiento de 

reinstalación dentro del término de treinta días laborables a partir 

de la fecha del alta. En este caso, según surge de los hechos 

probados, la incapacidad del apelante comenzó el 17 de octubre 

de 2016 (Determinación de Hechos 5); y fue dado de alta el 14 de 

noviembre de 2016 (Determinación de Hechos 7). Por lo tanto, el 

señor Matos Hernández debió solicitar la reinstalación en o antes de 

28 de diciembre de 2016, esto es, transcurridos treinta días 

laborables desde la fecha del alta médica. No obstante, de las 

determinaciones fácticas no surge que el señor Matos Hernández 

solicitara la reinstalación. En el correo electrónico de 16 de octubre 

de 2017 únicamente el apelante se limita a preguntar “cu[á]ndo es 

la fecha límite de regreso a trabajar”. 

Segundo, el empleado debe hacer el requerimiento dentro del 

término de un año, a partir de la fecha de comienzo de la 

incapacidad. Para el 28 de diciembre de 2016, treinta días 

laborables desde la fecha del alta el 14 de noviembre de 2016, el 

 
23 Apéndice, pág. 24. 
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apelado hubiera estado obligado a reinstalar al apelante a su puesto 

de trabajo, toda vez que no había transcurrido un año desde la fecha 

de comienzo de la incapacidad, decretada el 17 de octubre de 

2016.24 En este caso, por lo tanto, incluso si se considerara el correo 

electrónico del 16 de octubre de 2017 como un requerimiento, el 

señor Matos Hernández no solicitó la reinstalación en el empleo 

dentro del plazo dispuesto por ley ni satisfizo los requisitos 

estatutarios; a saber: realizar la solicitud de reinstalación treinta 

días laborables, una vez fue dado de alta de la condición 

incapacitante, y ello si al tiempo de la petición de reinstalación no 

ha transcurrido un año desde el comienzo de la condición 

incapacitante. El único requisito que concurrió en el caso fue que el 

puesto de trabajo que ocupó el apelante en B. Fernández subsistía 

porque estaba ocupado.   

Tercero, al momento de requerir la reinstalación, el empleado 

debe estar mental y físicamente capacitado para ocupar el empleo. 

En la causa presente, se desprende claramente que, para el 16 de 

octubre de 2017, el apelante, por sus propios dichos, no se 

encontraba capacitado para reanudar sus funciones, al expresar en 

un correo electrónico: “a[ú]n no estoy al 100%”. (Determinación de 

Hechos 15). 

Es forzoso concluir que, en la presente causa, no están 

presentes ninguna de las excepciones reconocidas 

jurisprudencialmente para justificar la concesión de un remedio 

adicional al de la mesada. En cuanto a la Ley 428, supra, no 

concurrieron los requisitos estatutarios para que el apelante pudiera 

beneficiarse de la reserva de empleo ni de las penalidades por su 

incumplimiento, como el pago de salarios dejados de devengar. 

Como se sabe, conforme disponía el Código Civil de 1930, vigente a 

 
24 Para dicha fecha, además, el apelante agotaba su balance de licencia de 

vacaciones. 
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los hechos, “[l]a ignorancia de las leyes no excusa de su 

cumplimiento. Art. 2 del Cód. Civ. de 1930, 31 LPRA ant. sec. 2.  

Decididamente, B. Fernández sí es responsable por inducir a 

error al apelante en la confusa e incorrecta orientación de la Ley 

428, supra. Por ello, el TPI coligió que el despido fue injustificado. 

Consecuentemente, se le condenó a sufragar la mesada a la que 

tiene derecho el señor Matos Hernández como remedio exclusivo 

ante un despido sin justa causa.   

IV. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos el dictamen 

judicial apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


